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En la ciudad de Mercedes, Provincia de Buenos Aires, a los          Veintitres                        días del mes de Noviembre  de dos mil siete, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores Jueces de la Sala I de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Mercedes de la Pcia. de Buenos Aires, Dres. ROBERTO PEDRO SANCHEZ Y EMILIO ARMANDO IBARLUCIA, con la presencia del Secretario interino actuante, para dictar sentencia en el Expte Nº 111.140, en los autos: “GARAY, ROBERTO DANIEL  C/  OCAMPO, GLADYS ESTHER  S/  CUMPLIMIENTO DE CONVENIO Y COBRO DE HONORARIOS”.-


La Cámara resolvió votar las siguientes cuestiones esenciales de acuerdo con los arts. 168 de la Constitución Provincial y 266 del C.P.C.-


1ª.) ¿Es justa la sentencia apelada?


2ª.) ¿Que pronunciamiento corresponde dictar?


Practicado el sorteo de ley dio el siguiente resultado para la votación: Dres. Ibarlucía y Sanchez.


VOTACION


A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA, el señor juez Dr. Ibarlucía dijo:


I.- La sentencia de fs. 83/89 es apelada por la demandada, quien expresa agravios a fs. 99/100, los que son contestados por el actor a fs. 107/10.  Cumplida la medida para mejor proveer ordenada a fs. 111 (pedido de remisión de todos los juicios vinculados) los autos se encuentran en condiciones de ser fallados.

II.- El Dr. Roberto Daniel Garay promovió demanda por cumplimiento del convenio de honorarios que suscribiera con la Sra. Gladys Esther Ocampo el 13/10/99 en relación a su actuación profesional en los juicios de divorcio, alimentos e incidente de "medidas cautelares y para determinación de bienes gananciales”, que le encomendara iniciar, con el objeto de lograr la liquidación de la sociedad conyugal y adjudicación de bienes respectiva.

Dijo que, según surgía del convenio, la accionada se comprometió a abonar en concepto de honorarios el veinte por ciento de los bienes que le correspondieran y de las ganancias sociales que resultaran,  por el divorcio y los alimentos la regulación que se hiciera, más  $ 1.000 al iniciar la tarea, y que, abocado al cumplimiento del    trabajo, cuando estaba a punto de arribar a un acuerdo, le fue revocado el poder sin invocación de causa.

Agregó que en un incidente que promovió para determinación de la base regulatoria de sus honorarios, se fijó la misma en la suma de $ 780.077,98, por lo que reclama el veinte por ciento de ella, o sea la suma de $ 156.000.

Contestó la demanda la Sra. Ocampo, invocando la nulidad del convenio en virtud de los arts. 954 y 1071 del C.C., debido a la notoria desproporción de las prestaciones, y la necesidad, inexperiencia y ligereza de su parte, ya que adujo haber firmado el mismo con ignorancia, toda vez que  carecía de bienes propios y la administración de la sociedad conyugal estaba a cargo de su marido. Invocó también el art. 953 del C.C. y jurisprudencia según la cual no podía reclamarse la totalidad de la retribución convenida, correspondiendo, en el mejor de los supuestos, su disminución.

En otro orden, expresó que, pese a la firmeza de la resolución sobre determinación de los bienes, se había partido de una base económica inexistente, y que los honorarios pedidos eran confiscatorios.

Dijo también que en el acuerdo plasmado el 21/12/99 en los autos de divorcio, se impusieron las costas por su orden, sin perjuicio del compromiso de Gómez de pagar los honorarios y de usar ello luego como crédito contra ella. Posteriormente el Dr. Garay pidió regulación, lo que así se hizo fijándose distintos montos por el divorcio, el juicio de alimentos y el régimen de visitas, el régimen de bienes y la disolución de la sociedad. Tal pedido de regulación – sostuvo – implicó una forma tácita de aniquilar un contrato por voluntad unilateral del letrado, conforme a lo estipulado por el art. 8 de la ley 8904.

En subsidio, habiendo percibido el accionante sus honorarios por parte de Gómez, solicitó el correspondiente débito de la suma que se determinara, como asimismo que se tuvieran en cuenta las etapas cumplidas, que, en el caso, sería sólo un tercio.

El Juzgado entendió que el pedido de nulidad y de disminución del porcentaje convenido implicaba una reconvención, y corrió traslado en tal sentido.

El actor contestó oponiendo la prescripción, en relación a la nulidad sustentada en el art. 953 del C.C., con fundamento en el art. 4030 del mismo código (2 años). En relación al fondo del asunto, negó que hubiera desproporción de las prestaciones y que se diera alguno de los elementos subjetivos del art. 954 del C.C., señalando que el porcentaje convenido estaba dentro del límite previsto por el art. 4 de la ley arancelaria, y que, con su tarea profesional, la accionada se había visto beneficiada. En relación al pedido de regulación que efectuara en el juicio de divorcio, expresó que lo fue respecto de los honorarios que le correspondían pagar a la contraparte.

El actor contestó pidiendo el rechazo de la prescripción.

Producida la prueba, se dictó sentencia, rechazándose en primer lugar la prescripción sobre la base de que el plazo bianual del art. 4030 del C.C. se había cumplido toda vez que las circunstancias invalidantes del acto no podían serle desconocidas al suscribirse el convenio, y que no podía prevalerse de la  revocación del poder para mejorar su situación procesal.

En relación al acuerdo suscripto en el juicio de divorcio y la regulación de honorarios pedida por el actor, manifestó que  la Cámara había confirmado la estimación formulada para la determinación de los honorarios, y que no podía irse contra los efectos del principio preclusivo y de la cosa juzgada. Dijo que tal revocación del poder no dejaba sin efecto el pacto de honorarios que estaba dentro de los márgenes del art. 4 inc. b de la ley arancelaria. Condenó, entonces, a abonar la suma de $ 156.000, con sus intereses a la tasa activa del Banco de la Provincia de Buenos Aires desde la mora hasta el efectivo pago.

III.- En sus agravios,  la accionada se queja del rechazo de la prescripción, diciendo en primer lugar que el juez había dado trato de reconvención a lo articulado como defensa, y que sólo podía ser opuesta la prescripción cuando el actor hiciera valer el convenio. Aduce,  además, que la excepción de nulidad no es prescriptible.

Insiste en que es aplicable el art. 8 del dec.ley 8904/77, en la medida que el letrado pidió regulación de honorarios, y le notificó la misma, no habiendo el sentenciante tratado tal defensa en su decisión.

Subsidiariamente, pide que se reduzca el porcentaje pactado en la medida que el actor no concluyó sus tareas, debiéndose aplicar el criterio de razonabilidad en la interpretación de las normas.

Finalmente, se queja de la tasa de interés fijada, pidiendo que se modifique por la tasa pasiva.

IV.- 1.- Corresponde en primer lugar tratar el rechazo de la excepción de prescripción articulada por la actora contra la reconvención.

El sentenciante trata la excepción como si el actor la hubiese opuesto en relación a la nulidad fundada en el art. 954 del C.C., cuando surge con claridad del escrito de fs. 67/71 que la opuso en relación a la fundada en el art. 953 del mismo código.  Es exclusivamente en relación a esta última que debe ser tratada, sin perjuicio de señalar que si se hubiese articulado en relación a la causal de nulidad del art. 954 no cabría duda alguna de su improcedencia, dado que prevé una plazo de prescripción de cinco años (4to. párr. "in fine").

Del escrito de contestación de demanda no surge con claridad que la accionada hubiese peticionado la nulidad del convenio con sustento en el art. 953 del C.C. como causal autónoma. Más bien parece que ha sido invocada esta norma para apoyar - junto con la cita de otras normas - el pedido de reducción de los honorarios que surgirían del convenio (ver fs. 14).

Por consiguiente, lo resuelto por el juez al respecto ha sido en vulneración del principio de congruencia (art. 163 inc. 6 C.P.C.C.), por lo que corresponde su revocación.

Sin perjuicio de ello, voy a proponer que las costas del incidente se impongan por su orden, dado que la demandada contribuyó a la confusión con su escrito de fs. 78/79, y también con su expresión de agravios (art. 69 C.P.C.C.). 

2.-  La nulidad de lo contratos basada en el art. 954 del C.C. requiere para que se configure: 1) obtención de una ventaja patrimonial evidentemente desproporcionada y sin justificación; 2) estado de necesidad, ligereza o inexperiencia del lesionado; 3) explotación de esa inferioridad por el lesionante (Llambías, Cód. Civil Anotado, T. II-B, p. 107).

En el caso, de lo que se trata es de evaluar en primer lugar si el pacto de honorarios en relación a la actuación del profesional por sus gestiones en pos de obtener la liquidación de la sociedad conyugal y la adjudicación de los bienes a la Sra. Ocampo fue desproporcionada y sin justificación. Tal convenio consistió en el veinte por ciento de los bienes que le correspondieran y de las ganancias sociales que resultaran a su favor.

Para ello es menester  remitirse a las pautas de la ley de aranceles. Vemos en primer lugar que   el art. 45 establece que para la liquidación y disolución de la sociedad conyugal debe aplicarse lo normado por el art. 38. Este prescribe que debe aplicarse la escala del art. 21 reduciéndose el monto en un veinte por ciento, atendiendo al valor de los bienes conforme al art. 27, si la gestión hubiese sido de beneficio general y con relación a la cuota o parte defendida, si hubiese sido en el solo beneficio del patrocinado. Es decir, la escala es del 6,4 al 20 por ciento.

Ahora bien, el actor con el objeto de lograr tal fin promovió un incidente de “medidas cautelares y para determinación de bienes gananciales” (expte. 75.042). Tratándose de un incidente es de aplicación el art. 47 de la ley 8904, que establece una escala del 20 al 30 por ciento de la escala del juicio principal. Tomando el máximo (30 por ciento), la escala sería del 1,92 al 6 por ciento.

Cierto es que, si no se promovió el juicio principal (división de la sociedad conyugal) fue porque la demandada revocó el poder, pero no puede dejar de tenerse en cuenta la escala antedicha para evaluar concretamente la proporcionalidad de la remuneración que le correspondería al letrado actor por la tarea efectivamente desarrollada.

También es cierto que el art. 4 inc. b de la ley de aranceles habilita a los abogados a hacer pactos de cuota litis con sus clientes con el sólo límite de que no excedan de la tercera parte del resultado líquido del juicio. Pero entiendo que ello debe leerse en función de las escalas que la ley arancelaria prevé, dentro de un margen de razonabilidad (doct. art. 28 C.N.). 

El máximo de la tercera parte del resultado líquido del juicio que la norma indicada prevé debe entenderse en función de un juicio entero, y no es razonable que habiéndose promovido sólo un incidente sin contradicción con la otra parte (respecto de los honorarios por el divorcio se pactó lo que se regulara, conf. convenio de fs. 3),  el letrado se quede con semejante porcentaje de los bienes de la sociedad conyugal.

Si se toma la escala del 1,92 al 6 por ciento antedicha, el 20 por ciento pactado, implica entre diez y tres  veces más. 

Los pactos de cuota litis, que implican que el letrado obtendrá, como remuneración por su tarea, un porcentaje de lo que finalmente reciba su cliente, presuponen un álea en el resultado. Es decir, el abogado invierte y arriesga tiempo, dedicación  y esfuerzo de su trabajo profesional (normalmente sin cobrar anticipos) a cambio de una recompensa futura cuando el litigio se termine. Ya sea por lo controvertido u opinable de la cuestión jurídica involucrada,  por la dudosa posibilidad de probar los hechos de la forma que beneficien al cliente, o por lo impreciso e indeterminado del monto pecuniario a obtener, el pacto de cuota litis tiene su justificación. Por ejemplo, en un juicio de daños y perjuicios, el letrado hará todos los esfuerzos posibles para probar que el hecho ha ocurrido de determinada manera, contrarrestando la versión de la contraparte y aportando la prueba consiguiente, y asimismo tratará de convencer al tribunal sobre la procedencia y magnitud de los distintos rubros indemnizatorios reclamados. El resultado aleatorio del juicio variará según el caso (la doctrina que emana del art. 1113 del C.C., por ejemplo, favorece, en principio, al actor), pero siempre existe un álea, y, en especial, los montos indemnizatorios son muy variables (la reparación por la incapacidad física, el llamado “valor vida”, el daño moral, dependen en gran medida de pruebas periciales y de criterios discrecionales de los jueces intervinientes).

Ahora bien, cuando el álea no existe o es muy acotado no se justifica un pacto de cuota litis como en aquellos casos. Es por ello que la ley arancelaria, por ejemplo, contempla una escala menor para las sucesiones (art. 35)

Si una persona tiene un cincuenta por ciento de los bienes gananciales de la sociedad conyugal porque la ley lo dice, no existe al respecto álea alguna, dado que ningún juez podría al respecto decir otra cosa. Tampoco existe riesgo alguno cuando la identificación de esos bienes surge de un mero informe de los Registros de la Propiedad Inmueble y del Automotor.  Ni siquiera existe el riesgo de que pueda el otro miembro de la sociedad conyugal venderlos porque se le exigiría el asentimiento del cónyuge (art. 1277 C.C.).

De la lectura del escrito inicial del “incidente de medidas cautelares” (fs. 91/97) se desprende que de los once bienes denunciados diez eran registrables (inmuebles o automotores) y el restante un crédito instrumentado en una hipoteca (es decir por escritura pública inscripta en el Registro). 

Cierto es que probablemente existían otros bienes cuya existencia debía investigarse, dado que el cónyuge demandado era futbolista profesional y debía ganar premios o ser acreedor de saldos impagos por transferencias o de remuneraciones no percibidas, y a su vez podían existir cuentas bancarias en el país o en el exterior. Ello sí implicaba un trabajo de investigación de resultado incierto, aunque algunos créditos a favor podían obtenerse con un mero informe. Así, por ejemplo, la  deuda del Club River Plate con el jugador (fs. 153 del incidente, cuyo aseguramiento de cobro fácilmente se obtenía con un embargo).

Pero ocurre que el convenio que motiva estos autos no se limita a pactar un veinte por ciento sobre los bienes gananciales inciertos de la cliente - cuya individualización surgiera de la investigación -, sino que abarca a todos los bienes, incluidos los registrables, respecto de los cuales ningún álea había, ni siquiera en cuanto a su eventual desaparición por venta.

Así, del listado de bienes denunciado en el escrito inicial del “incidente de determinación de honorarios” (expte. 75.860), surge que del total estimado del valor de los bienes de la sociedad conyugal - $ 1.543.859 -, el  58 por ciento corresponde a bienes registrables. El resto corresponde a un crédito hipotecario (fácilmente identificable), al crédito contra el Club River Plate (también fácilmente identificable) y el resto a un valor estimado por resarcimiento patrimonial de una temporada.

No parece razonable, entonces, que sobre el 100 por ciento de todo lo que le correspondiera de ello a la actora (cincuenta por ciento, sin discusión jurídica posible) el veinte por ciento derivara en retribución de la tarea profesional. Ello sumado a que excediéndose largamente la escala arancelaria que sin pacto hubiese sido de aplicación (1,92 al 6 por ciento), me llevan a la convicción de que se configura el primer elemento de la lesión contemplado por el art. 954 del C.C  (ventaja proporcional desproporcionada).

En relación al segundo elemento (estado de necesidad, ligereza o inexperiencia del lesionado), debe tenerse en cuenta que existiendo desproporción de prestaciones, el mismo se presume, lo que opera como una inversión de la carga probatoria (Belluscio-Zannoni, Cód. Civ. Anot., t. IV, p. 375, con cita de C.N.Civ., Sala c, 8/10/81, L.L. 6/08/82, y Llambías, Cód. Civ. Anot., t. II-B, p. 110; S.C.B.A., 7/05/95, E.D. del 29/08/95: esta Sala, causa n° 109.853, 28/03/06, pub. en L.L. Bs. As.,julio de 2006, p. 714). 

También debe partirse de la base de que en un convenio suscripto entre un abogado y un cliente no letrado no concurren ambas partes en un pie de igualdad, como  presupone el principio de la autonomía de la voluntad del art. 1197 del C.C.. El letrado se halla en una posición de superioridad, dado que es el único de los dos que conoce el derecho y las alternativas con que el vínculo contractual puede entablarse, así como las dificultades jurídicas y fácticas con que puede tropezarse una demanda judicial. Obviamente quien redacta el contrato es el abogado y normalmente ninguna incidencia tiene el cliente en la elaboración de sus cláusulas. La situación de inferioridad del cliente en relación al abogado ha sido puesta de manifiesto por la jurisprudencia en reiteradas oportunidades en causas relativas a juicios por mala praxis profesional, siendo de especial aplicación el art. 902 del C.C. (Trigo Represas – López Mesa, “Tratado de la responsabilidad civil”, T. II, La Ley, 2004, p. 535).

Partiendo de tal premisa, en el caso de autos la inexperiencia de la sra. Ocampo surge del mismo escrito inicial del incidente de medidas cautelares (patrocinado por el Dr. Garay) en el que manifestó que desconocía los bienes de la sociedad conyugal por no haber participado en su administración. Asimismo,  del juicio de alimentos (también patrocinado por el actor) se desprende que, con la salvedad de haber trabajado como vendedora antes de quedar embarazada, no tuvo otro trabajo dedicándose a las tareas domésticas.

En relación al tercer elemento (la explotación de la inferioridad del lesionado sobre el lesionante) - que también se presume (Belluscio-Zannoni, ob. cit., p 375, y Llambías, ob. cit., p. 110 – entiendo que no requiere la prueba del  dolo, la mala fe o de la  intención subjetiva de aprovechamiento  por parte del primero, sino que se da por el mero conocimiento de la situación que permita aprovecharla en su beneficio, dado que no debe confundirse la lesión con el dolo (Borda, Alejandro, “La lesión. A treinta años de la ley 17.711 y de cara las XVII Jornadas Nacionales de Derecho Civil”, E.D. 179-1067; esta Sala, causa n° 109.853 citada).

El instituto de la lesión del art. 954 del C.C. está íntimamente vinculado  con el del abuso del derecho que el art. 1071 del mismo código contempla, y que la parte demandada ha invocado en defensa de sus derechos.

Más allá de que la accionada revocó el poder del Dr. Garay sin invocar causa alguna y que, en tales condiciones, mantiene plena vigencia el contrato de honorarios que los vinculara (art. 6 dec.ley 8904/77), entiendo que, por las razones ya explicadas, y teniendo especialmente en cuenta que la labor profesional del letrado no llegó a superar una etapa del incidente de medidas cautelares sin que hubiera contradicción con la otra parte, que respecto del juicio de divorcio se pactaron honorarios independientes del porcentaje en cuestión (además de cobrar un anticipo), se contrariarían los fines que la ley tuvo en mira en los arts. 4 y 6 de la ley arancelaria, si se ejecuta sin miramiento alguno el pacto que luce a fs. 3 de estos autos. Es decir, considero que se configuraría un ejercicio abusivo del derecho derivado del mismo (art. 1071 C.C.).

Sin que implique desconocer los efectos de la cosa juzgada que surgen de la sentencia firme del incidente de determinación de honorarios, no puedo dejar de tener en cuenta, para evaluar si se configura la lesión subjetiva y el abuso del derecho analizados, que surge del juicio de divorcio tramitado con posterioridad a la desvinculación del Dr. Garay (expte. 75.542) que finalmente las partes llegaron a un acuerdo de división de la sociedad conyugal por el cual la actora recibió solamente un departamento (ubicado en Boatti 420, 7° p. de Morón), un automóvil Zuzuki modelo 1998, 2 lotes en Francisco Alvarez, y el saldo de la venta de la casa del country Club Banco Provincia de Buenos Aires luego de pagadas algunas deudas. A tenor de la estimación del valor de tales bienes en el incidente de determinación de honorarios (expte. 75.860), juzgo que  ello en definitiva ha implicado que recibiera un cincuenta y cinco o sesenta por ciento del valor estimado como que le correspondía a Ocampo en el incidente mencionado. Siendo así las cosas, el cobro por parte del letrado actor del veinte por ciento de esta última cifra ($ 156.015), absorbería más de la tercera parte de lo recibido en definitiva.

Si  de regulación de honorarios se tratara, de acuerdo a la última jurisprudencia de la Corte Nacional (fallos “Murguía c. Green”, “Coronel c. Villegas” del 11/04/06, y “Zambrana Serrado” del 15/08/06), las transacciones celebradas por las partes son oponilbes a los letrados que no han participado en ella, criterio que, conforme ha dicho esta Sala es previsible que se impondrá en la Suprema Corte Provincial (causa n° 107.441, “Ferreyra c. Orio”, del 10/07/07; C.C. y C. de Azul, Sala 2, causa n° 58.850, “Erguí c. Domínguez”, 5/06/07). Ello no es aplicable al caso de autos, dado que aquí ha habido un pacto de cuota litis y un incidente de determinación de la base regulatoria con sentencia firme, pero no puedo dejar de tenerlo en cuenta a los fines de la consideración de todas las circunstancias que deben evaluarse a los fines de decidir si son de aplicación los arts. 954 y 1071 del C.C.. Además el Código Procesal obliga a  hacer mérito de los hechos producidos durante la sustanciación del juicio que tuvieran vinculación con el mismo (art. 163 inc. 6, 2do. párr.).  

Ahora bien, no considero que las circunstancias apuntadas sean suficientes para declarar la nulidad del convenio de honorarios base de este juicio, sobre todo cuando  la demandada subsidiariamente pide la morigeración  de los honorarios que del mismo se desprenderían (lo que encuadra en el último párrafo del art. 954 del C.C.). La doctrina y jurisprudencia es conteste en cuanto a que debe hacerse el esfuerzo de salvar el negocio; es decir, procurar que subsista el convenio, aunque morigerado equitativamente (Belluscio  Zannoni, Cód. Civ. Anot., T. 4, ps. 383/85).

Teniendo en cuenta las circunstancias apuntadas, propongo que los honorarios en cuestión se reduzcan al diez por ciento de la suma aprobada como base regulatoria del “incidente de determinación de honorarios”. Es decir, a la suma de $ 78.007.

3.- En cuanto al argumento defensivo del apelante respecto de que el pedido de regulación de honorarios por el Dr. Garay (formulado a fs. 132 del expte. de divorcio 75.041) dejó sin efecto el convenio de honorarios por imperio del art. 8 de la ley arancelaria, entiendo que no puede prosperar por lo siguiente.

Si bien en el convenio celebrado a fs. 56/57 de dichos autos, con la salvedad del juicio de alimentos, se pactó que las costas fueran por su orden, en el convenio se había acordado por separado que la cliente pagaría por el divorcio y los alimentos “la regulación que resulte”. En situación tal bien puede entenderse que el señalado pedido de regulación fue para percibir los honorarios por el divorcio, sin comprender la actuación referente a la determinación de los bienes de la sociedad conyugal.  El Juzgado también reguló por la disolución de la sociedad conyugal y el régimen de bienes, pero al respecto el Dr. Garay se limitó sólo a hacer las notificaciones pertinentes.

De todas maneras, es de tenerse en cuenta que cualquier suma de honorarios que haya percibido el Dr. Garay abonada por Gómez (con la salvedad de los honorarios de los alimentos),  debe ser debidamente descontada del monto que en esta sentencia fije, compensándose los intereses calculados en los dos casos a la misma tasa (en el caso de los percibidos por el letrado, desde su percepción). Ello así porque claramente se pactó a fs. 57vta. de los autos citados que las costas fueran por su orden, con lo cual no se trata de percepción de honorarios debidos por la contraria. 

4.- En relación a la tasa de interés fijada por el sentenciante, de lo que se agravia la demandada, es menester aclarar (dado que el sentenciante no lo ha hecho) desde cuándo debe computarse.  Pese a que prospera el pedido de reducción de los honorarios formulado por la accionada, entiendo que debe correr desde el momento en que quedó notificada la sentencia de Cámara que determinó la base regulatoria (21/03/01, conf. fs. 82 del incidente de determinación de honorarios). Ello así dado que a partir de ahí tenía la accionada posibilidad de ofrecer al actor una forma de cancelar los honorarios, cosa que no surge de autos que haya hecho. Conforme tiene dicho esta Sala, siguiendo jurisprudencia de la casación provincial, hasta el 6/01/02 la tasa debe ser la que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires por sus depósitos a treinta días (tasa pasiva) (causa n° 103.156; S.C.B.A., AC. 47.871 del 17/11/96), y desde esta fecha hasta el efectivo pago a la tasa que cobra el mismo banco por sus operaciones de descuento de documentos comerciales (tasa activa), conforme art. 54 3er. párr., inc. b) dec.ley 8904/77) (esta Sala, causas n° 109.261, y 110.851 del 7/11/06). 

IV.- En cuanto a las costas, en tanto se resuelve que la accionada tuvo parcialmente razón en oponerse y que prospera la demanda por la mitad de lo reclamado, entiendo justo que se impongan por su orden en ambas instancias (arts. 68 2do. párr. y 71 C.P.C.C.).

Con la modificación propuesta, VOTO POR LA AFIRMATIVA.

El señor juez Dr. Sanchez, por iguales fundamentos y consideraciones a los expuestos por el señor juez preopinante emite su voto en el mismo sentido.

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA, el señor juez Dr. Ibarlucía dijo:

De acuerdo a la forma en que ha quedado votada la cuestión anterior, el pronunciamiento que corresponde dictar es:

1°.- Revocar la admisión de la prescripción opuesta por la actora a la defensa de nulidad opuesta por la accionada, con costas por su orden en ambas instancias del incidente (art. 69 C.Proc.).

2°.- Confirmar parcialmente la sentencia dictada, modificando la misma en el sentido de que se condena a la accionada a abonar la suma de $ 78.007, debiéndose descontar del monto final toda suma percibida en concepto de honorarios por el actor de parte del Sr. Marcelo Adrián Gómez (con excepción de los regulados por el juicio de alimentos), con más los  intereses calculados en ambos casos de la forma señalada en el considerando III), 4) de la cuestión anterior.

3°.- Imponer las costas de ambas instancias por su orden (arts. 68 2do. párr. y 71 C.P.C.C.).


ASI LO VOTO.-


El señor juez Dr. Sanchez, por iguales fundamentos y consideraciones a los expuestos por el señor juez preopinante emite su voto en el mismo sentido.

Con lo que se dio por terminado el acuerdo, dictándose la siguiente:


S  E  N  T  E  N  C  I  A 

Y VISTOS:


                  CONSIDERANDO:


Que en el Acuerdo que precede y en virtud de las citas legales, jurisprudenciales y doctrinales, ha quedado resuelto que la sentencia apelada debe ser modificada.

POR ELLO y demás fundamentos consignados en el acuerdo que precede, SE RESUELVE: 

1°.- REVOCAR la admisión de la prescripción opuesta por la actora a la defensa de nulidad opuesta por la accionada, con costas por su orden en ambas instancias del incidente (art. 69 C.Proc.).

2°.- CONFIRMAR parcialmente la sentencia dictada, modificando la misma en el sentido de que se condena a la accionada a abonar la suma de $ 78.007, debiéndose descontar del monto final toda suma percibida en concepto de honorarios por el actor de parte del Sr. Marcelo Adrián Gómez (con excepción de los regulados por el juicio de alimentos), con más los  intereses calculados en ambos casos de la forma señalada en el considerando III), 4) de la cuestión anterior.

3°.- IMPONER las costas de ambas instancias por su orden (arts. 68 2do. párr. y 71 C.P.C.C.).

            Firman: Dr. Roberto P. Sanchez -  Dr. Emilio A. Ibarlucía

                                      Ante mi, Gabriela A. Rosello.
